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DELEGADO 

DE Señor Representante Pablo Abdala. 

SECTOR: 

ASISTEN: Señores Representantes Carlos González Álvarez, Richard Charamelo, Carlos Enciso 
Christiansen y Daniel Peña Fernández. 


INVITADOS: Por el Sindicato de Guardahílos de ANTEL: señores Gustavo Rodríguez, Álvaro Olivera, 
Gustavo Sena, Adrián Batista y Pablo Do Santos, acompañados por la señora Alba Colombo 
(UNTMRA-PIT-CNT) y por su asesor, doctor Pablo Monsuárez. 


SEÑOR PRESIDENTE (Iturralde Viñas).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Damos la bienvenida a nuestros invitados; para la Comisión es un gusto recibirlos. 


Teniendo en cuenta la gravedad de la situación, nos pareció del caso convocar una reunión de la Comisión 
con carácter de urgencia; agradecemos la colaboración del señor Diputado Pozzi, quien se encontraba en un 
seminario sobre defensa nacional y ha dejado de participar en ese ámbito para que hubiera quórum en esta 
sesión. 


Presentamos las excusas que nos trasmitieron la señora Diputada Passada y el señor Diputado Bentancor, 
quienes ya tenían agendados otros compromisos, así como el señor Diputado Barreiro, que se encuentra en el 
departamento de Salto, a donde se trasladó en el día de ayer. 


La idea es escuchar a nuestros invitados y conocer cuáles fueron las dificultades que se presentaron. 
Adelantamos que en el día de ayer recibimos a las cabineras de ANTEL, por lo que se refiere con una 
situación del interior, sobre todo de la zona de campaña; ellas han tenido ciertas dificultades en alguna 
medida parecidas a las que ustedes enfrentan. 


En el día de hoy no podemos adoptar resoluciones, pero seguramente en el correr de la próxima semana 
propondremos alguna solución para estos problemas. En este sentido, de acuerdo a lo que hemos venido 
conversando con los distintos compañeros, existe voluntad de dar un empujón, dentro de nuestro alcance. Por 
eso nos pareció que lo mejor sería invitarlos a concurrir a la Comisión, a fin de canalizar esta situación 
institucionalmente. 


Hoy nos acompañan, además, el señor Diputado González Álvarez, por Colonia; el señor Diputado 
Charamelo, por Canelones; y el señor Diputado Pablo Abdala, en su carácter de delegado de sector. 


La delegación que nos visita está integrada por la señora Alba Colombo, el doctor Pablo Monsuárez y los 
señores Alvaro Olivera, Gustavo Rodríguez, Gustavo Sena, Adrián Batista y Pablo Do Santos. 


SEÑORA COLOMBO.- Acudo en representación del PIT-CNT. 


Antes que nada, debo agradecer a esta Comisión por la deferencia de haberse instalado a los efectos de 
recibirnos de inmediato, dada la situación que están pasando los agentes guardahílos de ANTEL. 


En el mes de diciembre ustedes tomaron conocimiento de la situación, a partir de una acción de los 
trabajadores que vienen hacia Montevideo -se trata de agentes guardahílos que desempeñan su tarea en el 
interior del país-, reclamando la regularización de su situación laboral. Hasta ese momento no tenían horario 
de trabajo, no tenían licencia, salario vacacional ni aguinaldo; no eran empresas unipersonales, ni tenían 
contrato de arrendamiento suscrito con ANTEL, si bien brindaban su servicio al ente. O sea que no tenían la 
condición de trabajadores de ANTEL. 


Allí las partes acordamos instalar un ámbito en el cual íbamos a estar los actores involucrados en ese 
momento: sindicato de trabajadores guardahílos, PIT-CNT, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y 
Directorio de ANTEL. Comenzamos un proceso de negociaciones para ver cómo podíamos tratar de 
regularizar esta situación y transitamos durante siete meses por ámbitos que para nosotros fueron muy 
valiosos, habiéndose trabajado con mucha responsabilidad y respeto. 


Cuando comenzamos esta negociación, los trabajadores estaban reclamando los créditos laborales que hacían 
a su relación o a su metodología de trabajo: horas extra, nocturnidad, licencia, salario vacacional y aguinaldo, 
que no cobraban por la condición en que estaban. Como los compañeros se habían organizado sindicalmente, 
hicieron el reclamo desde el punto de vista judicial con un abogado. Ahora bien; cuando instalamos este 
ámbito, una de las cosas que nos solicitó el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social fue que dejáramos en 
suspenso el reclamo por vía judicial. Y nosotros acordamos, a los efectos de que la negociación se hiciera en 
buenos términos, dejarla en suspenso y que, a su vez, no hubiera otros trabajadores que se sumaran iniciando 
nuevos juicios al Ente. 


Como decíamos anteriormente, iniciamos las negociaciones hace siete meses. Hace aproximadamente dos 
meses llegamos a un acuerdo escrito de la regularización. Se les reconoce como trabajadores y se estableció 
el sistema de las ocho horas. Entrarían con un contrato a término -no como presupuestados- que sería 
renovable simultáneamente, ya que los trabajadores llevan diez, quince o veinte años desarrollando la tarea y 
muchos de ellos están trabajando prácticamente solos en los departamentos desde su ingreso. Nosotros 
regularizamos esto y los trabajadores acordaron aceptar el salario de un agente guardahílos presupuestado 
porque, como recordarán los señores Diputados, acá se hablaba de que los trabajadores involucrados ganaban 
de $ 30.000 a $ 60.000, que eran prebendas políticas y demás. Por suerte, se pudo entender que eso no era así 
y llegamos a esa instancia. El tema es el siguiente. Cuando nosotros estuvimos en condiciones de aceptar y de 
firmar para que se regularizara esto, preguntamos al Directorio del Ente qué ocurriría con los créditos 
laborales. Ahí se nos comunica que eso no está en la discusión. Entonces, les dijimos que por un problema de 
principios en ninguna instancia renunciamos a nuestros créditos laborales, sea la industria privada o una 
empresa pública. No vamos a renunciar a ellos, porque son adeudos de los cuales alguien se tiene que hacer 
cargo. 


También dijimos que este era un problema de las otras Administraciones y que los trabajadores ya habían 
hecho estos reclamos, pero que no habían sido contemplados. Manifestamos que entendiendo la situación, los 
trabajadores también aceptaban una fórmula de pago. Inclusive, renunciaban a una parte de los créditos, es 
decir, a las horas extra y a la nocturnidad, si el dinero era mucho, a los efectos de que no se le hiciera tan 


oneroso al Ente. También aceptábamos que el pago fuera en cuotas. En ningún momento se aceptó esto y se 
nos condiciona la firma de esa regularización en la relación laboral a que nosotros no negociemos o no 
sigamos reclamando los créditos laborales. Nosotros dijimos que no, porque no nos sentamos a cambiar 
créditos laborales por puestos de trabajo ni puestos de trabajo por créditos laborales, en el entendido de que 
en este país los trabajadores tenemos derechos. Por lo tanto, nosotros reivindicamos el derecho a las ocho 
horas, a la licencia, porque es un derecho que tenemos los trabajadores y que no debe ser condicionado en 
ninguna instancia, absolutamente por nadie. 


Se hicieron distintos procesos. E insistimos, porque para nosotros es fundamental que se entienda que no 
queremos perder el acuerdo que hicimos, ya que nos costó ocho meses de negociación y las partes llegamos a 
eso que para nosotros contemplaba todas nuestras aspiraciones y no lo queremos perder, porque con eso se 
regulariza la situación, pero no queremos que nos condicionen. 


Llevamos este tema al Director Nacional de Trabajo, señor Julio Baráibar. Ahí hubo un nexo con el doctor 
Loustanou, que habló con el Directorio del Ente. Tuvimos una reunión con el señor Ministro Bonomi, que 
también se iba a hacer cargo de esto. Hace una semana volvimos a hablar y nos dijeron que la situación 
estaba en las mismas condiciones. Esto ya es trabajo, por cumplimiento de los créditos laborales, porque si no 
aceptamos esta regularización por los créditos laborales, nos quedamos sin trabajo, porque no vamos a 
trabajar más quince o veinte horas. A esta altura es eso. Y nosotros reivindicamos la fuente de trabajo, porque 
es el único ingreso que tienen los trabajadores; en todas las instancias lo reivindicamos así. En su asamblea 
del fin de semana los trabajadores resolvieron venir a Montevideo en función de que el asunto iba para largo 
y en el entendido de que nos asiste la razón y de que hemos sido muy respetuosos y cuidadosos del ámbito 
que generamos. Por parte del Ente también hubo algunos acuerdos para tratar la cobertura asistencial de los 
compañeros, lo que nunca se hizo. En la tarde esperamos que se firmara el convenio y tampoco se logró. Ayer 
el asesor del Directorio, Juan Pablo Rivoir, nos comunica que el Ente va a sacar una resolución escrita, que la 
va a bajar a las partes y que va a decir exactamente lo mismo porque se lo repetimos: condiciona la 
regularización de los trabajadores al reclamo de los créditos laborales. Nosotros decimos que eso es 
inaceptable y también sostenemos que queremos continuar con este ámbito y no perder el acuerdo que 
estamos dispuestos a firmar en el día de hoy si eso queda sin efecto. En definitiva, o bien reconoce los 
créditos laborales y llegamos a otra etapa de negociación, o de lo contrario se deja a los trabajadores en 
libertad de acción. O sea que los trabajadores que lo crean conveniente seguirán con su juicio en forma 
individual, personal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría que nos contaran qué pasó en la noche de ayer. 


SEÑORA COLOMBO.- Como dirigente del PIT-CNT se nos comunica que hay una resolución de no 
poder ocupar espacios públicos. En primer lugar, dijimos que no veníamos a ocupar sino a buscar una 
respuesta. Como no hubo respuesta, en una asamblea los trabajadores decidieron quedarse allí hasta 
obtener una respuesta. Los trabajadores no decidieron ocupar y si se iban a quedar ahí era porque 
venían del interior y no tenían otro lugar donde quedarse. En segundo término, se nos plantea que van 
a ser desocupados y esperamos a que en buenos términos se nos invitara. Nos preocupa las condiciones 
que se usaron para desalojarnos, porque nos trae recuerdos muy tristes de años anteriores que no 
hacen a la buena relación, a la calidad de las relaciones a que apostamos los trabajadores organizados. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Desde que llegamos, en la mañana de ayer, informamos en el mostrador que 
veníamos a esperar una decisión del Directorio. También dijimos que nos íbamos a mantener a los 
costados porque estaba lloviendo y que no íbamos a entorpecer el funcionamiento de ANTEL. Cuando 
se nos comunica que teníamos que desalojar, se les dice que hay gente de Artigas y del resto del país a 
quienes a las ocho de la noche era imposible tirar para afuera y no había pasajes para volver. 
Planteamos que en diciembre nos habíamos quedado y que no hubo ningún problema. Los guardahílos 
entramos a dos mil y pico de casas todos los días, siendo la cara de ANTEL, y no robamos nada, ¿qué 
íbamos a hacer en la empresa en que trabajamos nosotros? En diciembre nos entendieron e inclusive 
dejaron los baños abiertos por cualquier emergencia, pero esta vez nos dijeron que no era posible y 
cuando llegaron las fuerzas de choque nos dijeron que nos fuéramos. Nosotros nos fuimos 
pacíficamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con relación a los temas jurídicos quiero preguntar al doctor Monsuárez 
cuáles son los rubros, porque la primera reflexión que me surge, de acuerdo a lo que he conversado 
informalmente con algún miembro de la Comisión, es que muchos de esos rubros son considerados 
como normas irrenunciables por parte del Derecho laboral. 


SEÑOR MONSUÁREZ.- Los agentes guardahílos no son empresas unipersonales, o sea que no tienen 
RUC ni número de BPS. Trabajan bajo las órdenes de los Gerentes de ANTEL y de sus capataces. Por 
lo tanto, en este caso hay un voluminoso material probatorio de que existe relación de dependencia 
encubierta. Eso es lo que ocurre con el publicitado caso de los médicos del Ministerio de Salud Pública 
que acaban de ganarle a esta Cartera una demanda por $ 70:000.000; es casi idéntico el asunto que 
tenemos con los agentes guardahílos. 


Por otra parte, los reclamos son rubros de naturaleza salarial, irrenunciables por normas de orden público y 
tampoco negociables. La renuncia es nula. Entonces, a partir de 2005 se ingresa a un ámbito de 
negociaciones sobre dos temas básicos: la regularización de las condiciones laborales, que eran 
absolutamente paupérrimas; no existían horarios, descansos semanales, licencias ni cobertura mutual. Esa 
situación, como decía la compañera Colombo, viene de quince, veinte y treinta años y se ha mantenido 
durante un año y medio. Ha habido respuestas y buena voluntad pero no un arreglo de la cosa, por lo menos 
temporal. 


El tema es que se llega a un acuerdo en los términos laborales y es muy valioso lo que han hecho los 
trabajadores organizados, porque negociando razonable y tranquilamente se llegó a un acuerdo sobre los 
términos en que deben prestar su labor. De parte de los diez abogados que estamos trabajando hubo la buena 
voluntad de suspender los juicios para no entorpecer, y tampoco iniciamos nuevos juicios para que no 
surgieran problemas. Así llegamos a lo que estaban relatando -que para mí es una propuesta inédita- de que 
una vez que los trabajadores aceptan la propuesta laboral se le comunica al Directorio de ANTEL, y el 
Vicepresidente del Ente, doctor Carvalho, dice que la propuesta laboral es a condición de que los trabajadores 
abandonen todos los juicios. Yo, honestamente nunca había escuchado una cosa así, y menos cuando 
proviene de una empresa pública. Creo que el ejemplo debe venir por ahí, antes, ahora y en todo momento. 
Entonces, desde todo punto de vista, y básicamente desde el ético y moral, creo que el problema grave es esa 
propuesta de canje inédita en que se mezclan dos ámbitos que son absolutamente diferentes, porque 
evidentemente si el Directorio de ANTEL aceptó regularizar es porque consideró que estaba en una situación 
irregular. A su vez, ¿qué tiene eso que ver con que se le deban créditos de naturaleza salarial? Es un ámbito 
del Poder Judicial, y manteniendo el principio de división de Poderes, los créditos de naturaleza salarial 
deben ser resueltos por el Poder Judicial, y la regularización por el Directorio de ANTEL. Tampoco se está 
intentando imponer a ANTEL -lo que no podríamos hacer y no tenemos intención de hacerlo- una transacción 
en los juicios. Si no quiere transar y así lo decide el Directorio -después se responsabilizará en pagar mucho 
más-, que no lo haga, pero que deje que la Justicia decida. 


En la noche de ayer sucedió otra cosa diferente. Personalmente, como jurista, considero que la ocupación es 
una extensión del derecho de huelga, en especial en algunos casos. Y en estos casos existe la posibilidad de 
que la fuente laboral se pierda, si hubiera un llamado público por parte del Directorio de ANTEL, que fue lo 
que se publicitó en el mes de diciembre. Estas personas no estaban ocupando; era gente del interior que se 
quedó porque la noche era inhóspita. Si uno opina que la ocupación es una extensión del derecho de huelga, 
no hay ninguna norma que autorice a establecer una diferencia entre públicos y privados. Por tanto, el Estado 
habrá de atenerse al régimen vigente. Además, se trata de la ocupación de un lugar público pero por 
trabajadores de esa empresa. No se trata de que gente de UTE vino a ocupar ANTEL. Y fuimos desalojados 
de la peor manera, y yo estaba presente. Vinieron las fuerzas de choque a desalojar a ciento sesenta personas 
del interior que pacíficamente habían estado ahí; yo estuve durante todo el día y no hubo ningún problema. 
Es más: pusimos énfasis en que no hubiera entorpecimiento de ninguna clase, bajo ningún concepto. La idea 
era que todo fuese pacífico y que se esperara una respuesta del Directorio para firmar un acuerdo en el que ya 
existen pautas y bases claras. A las ocho de la noche, las fuerzas de choque desalojaron de manera pacífica el 
lugar. 


Coincidiendo con la Central y con los trabajadores, consideramos que debe firmarse el acuerdo laboral a que 
se había llegado. Es más: se aceptó un llamado público por la Ley_N” 17.556, en virtud de que el señor 
Presidente de la República dio expresas órdenes de que todos los cargos se provean por llamado público, lo 
que me parece perfecto. Así se aceptó y el Directorio se comprometió a mantener los puestos laborales y a 


dar cierto puntaje por antigúedad y por permanencia en el cargo, porque son puestos ocupados desde hace 
quince o veinte años. Debemos tener en cuenta que es gente que está haciendo una tarea específica para el 
Ente. 


SEÑOR CHARAMELO.- Quiero hacer una acotación sobre lo que decía la dirigente del PIT-CNT y 
constatar un hecho. 


Más allá de que nos parece que no es apropiado que ustedes tengan que desistir de un juicio que están 
llevando adelante para poder mantener los puestos laborales, quiero saber si esa transacción que les ofrece el 
Directorio de ANTEL es definitiva o por un año. Me gustaría conocer si ustedes mantienen definitivamente la 
fuente laboral si se deja de lado el juicio, o si es una extensión de lo que tienen hoy. 


SEÑORA COLOMBO.- Para regularizar nuestra situación y entrar en ese régimen de contrato, 
nosotros debemos desistir de los créditos laborales. 


Cuando se habla de los juicios es porque los trabajadores no estaban sindicalizados. Por lo tanto, en forma 
individual ellos decidieron con un grupo de abogados hacer los reclamos al Ente. Una vez que hubo una 
organización dijimos no a los juicios y reclamamos los créditos laborales. Nosotros tenemos que renunciar a 
los créditos laborales. Además, ni siquiera hubo una propuesta o una fórmula que contemplara un equilibrio 
justo; no pedíamos los US$ 200.000 que tuvo que pagar ANTEL por un juicio ni $ 5. Les dijimos: "Traigan 
una fórmula y nosotros la discutimos", pero no nos gustó la negativa ni el condicionamiento. 


SEÑOR MONSUÁREZ.- De acuerdo con la Ley N* 17.556, que es una norma de regularización, el 
contrato que se firmaría sería a un año. No sería renovable automáticamente sino que correspondería 
a la Administración hacer la comunicación formal; en caso de que no lo haga, caería automáticamente. 


Los trabajadores han puesto una cuota de riesgo importante confiando -porque tienen la palabra del 
Directorio de ANTEL y la compañía de los trabajadores organizados- que va a ser un proceso de 
regularización. Pero en principio, la situación de ellos es que sería a un año y dependería de la comunicación 
formal del Ente para seguir trabajando. Eso es lo que está acordado. 


SEÑOR CHARAMELO.- Quiere decir que a pesar de que los trabajadores confíen, eso no quita que 
mañana cambie la actual directiva y que cuando se llegue a un año, los que entran no tengan por qué 
acatar lo que se resolvió de buena fe. Nada asegura que dentro de un año los contratos no caigan 
automáticamente y se dependa después de una Administración que no tiene por qué ser la que está hoy. 


SEÑORA COLOMBO.- Cuando vinimos hace seis meses, decíamos que por la cantidad de años de los 
trabajadores, por la tarea que se les asignó y por el servicio que brindaban al Ente, nosotros 
tendríamos que estar hablando de funcionarios presupuestados y punto. No puede hablarse de otra 
cosa; no son trabajadores con suplentes sino personas que durante quince o veinte años han hecho esa 
tarea en el departamento. Si las condiciones para ingresar a los puestos públicos determinan que sea 
por concurso, lo aceptamos. Inclusive, en cuanto a esta Ley_N” 17.556, nosotros acordamos hacerla 
medio especial en virtud de los trabajadores. Había un examen psicotécnico eliminatorio y se aceptó 
que no lo fuera; no queríamos que se hiciera una ley para nosotros. Nuestros puestos de trabajo son 
genuinos. Aceptamos que el puntaje por la tarea fuera por antecedentes en el cargo porque hablamos 
de trabajadores con quince años o veinte años de antigiedad. De lo contrario, hubiésemos dicho: 
"Somos funcionarios públicos y se terminó". Entendimos todo el proceso; no está en cuestión esto. 


SEÑOR PEÑA FERNÁNDEZ.- Quiero hacer algunas precisiones con respecto al contrato. Tengo 
entendido que los montos del contrato tampoco son muy claros. ¿Cómo es la contratación de la 
persona? 


SEÑORA COLOMBO.- El salario es el mismo que el de un funcionario presupuestado. Se hablaba de 
$ 50.000 o $ 60.000, pero los trabajadores dijimos desde que comenzamos la negociación que se trataba 
del mismo salario que gana un trabajador guardahílos presupuestado. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Creo que estamos ante una situación bastante insólita -de acuerdo con 
la descripción que hemos escuchado-, por dos aspectos: por los términos de una negociación que se 
desarrolló en el ámbito de ANTEL y por la ocupación concreta -aunque no fuera esa la intención final- 
que se frustró en la noche de ayer. 


Quisiera hacer tres preguntas: dos con relación a estos aspectos y una en cuanto a la forma en que se 
desarrollaron los hechos, porque la cronología no me queda clara. 


En primer lugar, es claro que se llegó a un principio de acuerdo en el ámbito de la empresa entre los 
representantes del Directorio y los delegados del sindicato, y que en determinado momento, después de 
haberse alcanzado el acuerdo, surgió una condición superviniente bastante insólita, porque estamos hablando 
de créditos indisponibles, ya que son normas de orden público. A mí me surge una primera duda muy fuerte. 
Si ANTEL estaba dispuesta a regularizar esta situación es porque estaba en condiciones de hacerlo, porque de 
lo contrario no hubiera avanzado por ese camino. Deberá explicarlo el Directorio de ANTEL cuando 
concurra por este tema, pero ¿cuál es la interpretación que hacen ustedes? ¿Qué es lo que el doctor Carvalho, 
o quien quiera que sea en nombre de ANTEL, alegó como fundamento para que ustedes renunciaran a 
derechos ya generados, como condición para firmar un contrato que se había negociado y sobre el que se 
había llegado a una acuerdo? Esa es una primera pregunta que me parece fundamental porque hace al meollo 
de la cuestión. 


En segundo término, con relación a la cronología de los hechos, está claro -como lo denuncian en un volante- 
que no hay ámbitos de negociación entre los actores y, al mismo tiempo, exigen respeto del Ente hacia la 
organización. Esa ausencia de ámbitos de negociación y esa falta de respeto -por lo menos así está dicho en el 
volante- por parte del Directorio de ANTEL, presumo -me gustaría que ustedes lo dijeran- que se produce 
con posterioridad a esta situación. Quisiera saber en qué momento se rompe el diálogo, la negociación, y 
entramos en un terreno de desconocimiento del Directorio de ANTEL hacia el sindicato. 


En tercer lugar, con relación a la ocupación, aquí se explicó que no era esa la intención. Independientemente 
de ello -no me preocupa demasiado, aunque si fuera esa la intención no me sorprendería y, aunque no 
comparto que las ocupaciones sean una extensión del derecho de huelga, el sindicato tiene derecho a ocupar 
por la razón de que el Gobierno les dice que pueden hacerlo-, cuando ustedes ingresaron al hall de la Torre de 
las Comunicaciones ¿quién les comunicó que no estaban en condiciones de hacer una ocupación? Algo se 
dijo al comienzo. Ustedes recibieron una notificación de que a determinado nivel se había resuelto eso, o de 
que había una resolución. ¿De quién es esa resolución? ¿Del Gobierno, del Poder Ejecutivo, del Directorio de 
ANTEL, del doctor Carvalho, de la Presidenta de ANTEL? Me parece importante precisarlo. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Voy a aclarar el proceso de la negociación. Se llegó al acuerdo de un nuevo 
marco laboral, a través de un llamado, con el puntaje respectivo, por antigitedad, por desempeño, para 
que quedara en el cargo quien realmente había cumplido la función como se debía hasta el día de hoy. 
Se llega a ese acuerdo después de siete meses de negociación con ANTEL y el ente lo pone ante nosotros 
para que lo votemos en una asamblea. Después de que todos los compañeros votan a favor y le decimos 
que el acuerdo fue aceptado por todos los trabajadores, es ahí que Carvalho nos dice que eso era a 
cambio de los créditos laborales. Nosotros le dijimos que eso no había estado en el marco del acuerdo y 
si bien había voluntad de llegar a un arreglo en cuanto a la financiación y a la quita de montos, la idea 
final era buscar una solución a los dos problemas. Nos dice que ellos pueden hacerlo, porque entienden 
que a un acreedor o a un repartidor les compran o no. Nosotros le planteamos que éramos 
trabajadores y veníamos a regularizar un trabajo y que no éramos acreedores o proveedores de 
servicios. Recién ahí se nos plantea esa condición, después de haber votado en la asamblea. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Parecería que hubo una confusión y en lugar de aplicar el Derecho 
Laboral se aplicó el Derecho Comercial, porque los trabajadores fueron tratados como acreedores. 
Parecería que no habría una relación laboral con los trabajadores sino de otra característica. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Sobre el tema de ayer, cuando ingresamos a la Torre, comunicamos que no 
íbamos a molestar ni a interrumpir el tránsito, simplemente queríamos resguardarnos de la llovizna. 
Sin embargo, pasada la tardecita viene un Comisario a decirnos que el Directorio de ANTEL pide el 
desalojo. Nos dice que si no lo hacemos va a venir una orden del Ministro. Le preguntamos si había 


alguna resolución del Juez y nos dijo que no era necesario y reiteró que por orden del Ministro iban a 
venir a desalojarnos. Le pedimos diez minutos para hablar con los compañeros y en ese momento llegó 
el Grupo GEO y automáticamente nos invitaron a salir. En el día de ayer no entorpecimos nada en la 
Torre como tampoco lo hicimos en diciembre. Como se nos informó por parte del Directorio que hoy 
iban a bajar una resolución con esta misma decisión por escrito, concurrimos a la Torre nuevamente a 
esperar esa respuesta. Algunos durmieron en camiones, en los ómnibus, otros en el UNTMRA o en 
lugares que nos dieron hospedaje, porque a nadie le dio para irse, salvo a quienes viven en los aledaños 
de Canelones. Sin embargo, esta mañana nos encontramos con que la Torre estaba con custodia y no 
nos dejaban entrar. Después de más de una hora de espera tuvimos que ir al baño del Museo hasta que 
lo trancaron. No queríamos hacer nada, solo esperar, y menos mal que hoy había sol. Luego de un 
trámite de Alba Colombo volvieron a abrir los baños. Inclusive, hubo un inconveniente con una 
persona que estaba afuera y hubo que llamar al SUAT. 


Si los trabajadores representamos a la empresa todos los días durante más de diez años y no hubo ningún 
guardahílos acusado de un delito de robo en la casa de los abonados, no sé por qué no nos tienen confianza y 
ni siquiera nos dejan entrar al baño del Museo. Es ilógico. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Agradezco a los señores Diputados la posibilidad de estar presente 
e, inclusive, de participar, teniendo en cuenta que no pertenezco a esta Comisión. 


Quiero hacer algunas preguntas y ciertas consideraciones. 


No quiero analizar por el momento el atropello de haberlos desalojado. Inclusive, después de aquel 
acontecimiento en el Ministerio de Economía y Finanzas en que trabajadores habían ocupado la calle 
Paraguay, al otro día -inclusive el señor Ministro Astori no volvió sino que vino para acá-, se dijo -al menos 
lo entendí así- que si eran ocupaciones por los propios trabajadores del organismo, eso estaba dentro de las 
reglas y se iba a evitar que vinieran aquellos que no tenían nada que ver. En este caso solo fue desalojarlos, 
nada más. Entonces, es un episodio que tendrá que ser analizado con los Ministros respectivos, no solo con el 
de Trabajo y Seguridad Social sino con el del Interior. 


Quería hacer alguna pregunta porque, voy a ser franco, lo que más me preocupa de todo esto es la estabilidad 
laboral. Hay gente que hace muchos años que está ahí, que hizo de esto su vida. No es una changa o un 
empleo por temporada, como solía hacer ANTEL en el este. No es eso. Después de que uno está cuatro, cinco 
o seis años en un organismo se considera parte del mismo. Eso es lo que más me preocupa. 


Ustedes llegaron a un acuerdo por el cual se les hizo un contrato por un año y después se vería. Esto es lo que 
yo quiero entender. Vencido el año -después hablamos de la última exigencia; ahora aclaremos lo del 
contrato-, ANTEL por sí, si quiere, les renueva o, por sí, si no quiere, llama a concurso. ¿O va a llamar a 
concurso al año para todos? Esta es la parte que no entendí muy bien de lo que ustedes acordaron. Pero si lo 
acordaron, entonces, lo acordaron; aunque quisiera entenderlo. 


La segunda pregunta refiere al monto. Eso también es importante. Las dos cosas no se tienen que mezclar. 
Uno es un derecho que tiene el trabajador; aunque sea un peso, tiene derecho a cobrarlo. Me gustaría saber, si 
ustedes tienen más o menos estimado, de qué monto estamos hablando. Solo una cifra que desestabilizase a 
ANTEL nos llevaría a ponerles esa condición. Por eso, deseo escuchar la cifra. 


Por ahora, deseo conocer el contenido del contrato -si ustedes están de acuerdo, no soy quien para opinar al 
respecto- y el monto reclamado. 


Yo soy contador, no abogado, pero la exigencia que les hace ANTEL es totalmente nula. Bajo esta presión se 
puede firmar cualquier cosa... 


(Interrupciones) 
———... y después volvemos a conversar. Ustedes tienen un abogado y lo pueden consultar. Me parece que 


esto es totalmente nulo y totalmente bajo presión: o firmás o no hay nada. Es horrible. Si el Directorio de 
ANTEL llega a escribir que los condiciona, es para echarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como Presidente y como abogado -alguna poca cosa he hecho y sobre todo en 
Derecho Laboral- quiero dejar mi percepción. Si firman esa cláusula, en realidad, es nula y luego no 
tienen por qué dar cumplimiento a ella. Es más: el Juez también entenderá que no corresponde; son 
rubros irrenunciables debido a que son normas de orden público. Esa es mi percepción y por eso, al 
principio, hacía la pregunta. 


SEÑORA COLOMBO.- En primer lugar, cuando hablamos del convenio realizado, siempre lo hicimos 
en función de lo que dice el señor Diputado. La fuente de trabajo, para nosotros, es un principio; su 
defensa y la estabilidad laboral. El problema es que acá hubo una estabilidad laboral muy especial. Por 
algo estuvieron treinta años trabajando. Hace mucho tiempo, los compañeros entendieron que alguien 
tenía que responder a esta situación porque no eran nada. Además, en un papel que ellos tenían, decía 
que el ente podía, en cuestión de veinticuatro horas, sin informar, prescindir de sus servicios. Ahora, si 
los trabajadores querían irse, tenían que comunicarlo con dos o tres meses de anterioridad. Es todo 
una cosa muy entreverada. 


Cuando los trabajadores quieren regularizar esto empiezan a generarse los problemas. Nosotros sostenemos 
que, inclusive, hay compañeros que están a punto de jubilarse por los años que llevan de trabajo. Son puestos 
de trabajo genuinos; son puestos de trabajo que necesita el ente; son puestos de trabajo que no se pueden ni 
siquiera cuestionar, porque puede haber otros en ese lugar. Tanto es así que por algo se incluyó también en 
ese acuerdo el porcentaje por permanencia en el cargo, que refería justamente al cargo del ente; no era por 
tarea sino por la permanencia en ese cargo. Hicimos todo eso y el Directorio del ente nos dice que hay 
voluntad de que este contrato se vaya renovando automáticamente. Pero no queda establecido. Inclusive, 
cuando se dijo que hay voluntad y que las partes tienen buena fe en el sentido de que negociamos en forma 
responsable, dijimos que el año siguiente no tendríamos el mismo problema. Si hay voluntad de las partes, 
sólo sería cuestión de acordar en el papelito. 


En cuanto al monto de los dineros de los créditos laborales, hay de todo; depende de los años trabajados por 
cada compañero y todo lo demás. Ni siquiera tenemos bien la cifra en función de que hay nocturnidad, horas 
extras, etcétera. Pero se trata de un monto que los compañeros están de acuerdo en bajar. Si el monto es muy 
abultado, se propone reducir algunas cosas y no reclamar otras. 


El tema puntual es que el ente no nos dice: "Bueno, vamos a ver cuál es el monto y qué es lo que el ente 
puede pagar, o a qué estamos dispuestos, o qué podemos, dentro del presupuesto, hacer como Directores, o si 
tendríamos que apelar a otro ámbito para ver si se puede obtener ese dinero". 


El problema fue que cuando dijimos: "Vamos a hablar de una cifra de un equilibrio justo", nos contestaron 
que no, y no hubo otra forma, ni siquiera una fórmula transaccional. Es más: cuando hablamos con el señor 
Ministro Bonomi y con el Director Nacional de Trabajo, señor Julio Baráibar, nos dijeron: "Miren, nosotros 
les diríamos que el ente debería tener una propuesta transaccional a los efectos de que no se le haga un juicio 
al Estado". Y repetimos -en eso el doctor tendrá más elementos- que nosotros no queremos que haya juicios 
al Estado por US$ 220.000 cada uno. 


Acá queremos responsabilizar, porque decimos que no todo el ente es igual. También vemos que de alguna 
parte del Directorio ha habido voluntad. El primer Director que dijo no y no hubo vuelta, fue el señor 
Carvalho. Fue el que nos dijo que no, que no se puede, que no se tiene ese dinero, porque además se tienen 
muchos problemas. Nosotros sabemos que los tienen. Los dirigentes sindicales sabemos que hay muchas 
situaciones especiales. Hace unos instantes el señor Diputado Iturralde Viñas decía que en el día de ayer 
discutieron el tema de las agencieras, de los "call-center", de los técnicos del CIPA, etcétera. Es decir, allí 
dentro hay una situación bastante especial. Pero alguien tiene que empezar a regularizar esta situación y si 
vamos a equiparar para abajo, no reconociendo aquellas cosas que son leyes, es decir, irrenunciables, es peor. 
Es peor que hayamos tenido que hacer esta acción. No queremos un conflicto mediático, ni una relación 
mediática; no queremos a los medios de prensa y menos hubiéramos querido pasar lo que vivimos en el día 
de ayer. La verdad es que nosotros lo repudiamos como dirigentes sindicales; entendemos que no es así, que 
no debe ser así. Por teléfono me comunican -yo estaba en otra reunión- que si ellos deciden estar ahí van a ser 
desalojados. Y se terminó y fue así. Pero nosotros no queremos televisión, radio, diario ni nada. Queremos 
esto, como lo hicimos durante ocho meses, en que nadie se enteró de que estábamos negociando, ni de qué 
forma lo estábamos haciendo. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Por lo que usted me dice, con un Directorio en estas condiciones, es 
muy riesgoso aceptar un contrato. Pero si ustedes lo aceptan, no soy quién para opinar. Simplemente, 
como dentro de un tiempo probablemente van a venir a plantearnos el problema, lo estoy adelantando.| 
Yo soy autor de un proyecto de ley porque sigo creyendo en la ley. Creía que ese proyecto que hicimos 
con algunos Diputados daría una cierta estabilidad y le abriría las puertas al ente diciéndole que en el 
futuro contrate, pero que a los que están los dejen hasta que se jubilen. 


Con respecto al monto, no es que a mí me importe si están reclamando cincuenta, cien o cinco mil dólares, 
porque puede ser una variable de ajuste. Es ilógica la cláusula que ellos les plantean a ustedes cuando les 
dicen: "Usted renuncie y yo le hago el contrato". Tal vez la variable de ajuste sería: "Bueno, muy bien, yo 
renuncio pero si tengo trabajo permanente hasta el día en que yo me jubile; se lo cambio". Estoy pensando en 
voz alta; tal vez alguno de ustedes me dice que estoy loco, que no es mi plata 


Pero volviendo a lo que les dije al principio: para mí, lo más importante es el trabajo. Tal vez la cifra es muy 
importante; eso no lo sé, por eso se las pregunté. Ellos están poniendo una exigencia que para mí es 
totalmente ilógica y fuera de derecho en un contrato en el que ustedes están cediendo muchísimo. Están 
creyendo en una cosa y tal vez al año les digan que no les gustaba porque no usaban uniforme -yo qué sé-; 
están cediendo mucho, pero si ustedes están de acuerdo en ceder, está bien. 


La cláusula es nula, de eso no tengo ninguna duda y también lo ha dicho el Presidente de la Comisión. Si 
ustedes están reclamando US$ 100.000 cada uno, doscientos funcionarios dan como US$ 20:000.000; 
entonces, de repente el organismo dice que con esa cantidad se hace el cambio tecnológico tal o cual. 


Quiero terminar diciéndoles que así como tuvieron nuestro apoyo para redactar un proyecto de ley y firmarlo, 
porque somos conscientes de la situación -no analizo cómo entraron; toda esa parte a mí no me preocupa-, 
también ahora lo tendrán para buscar una solución. Yo creo que esta Comisión es el mejor ámbito para este 
problema ya que puede tratar de mediar en alguna cosa. Estamos preocupados porque se trata de muchas 
familias, del interior en su mayoría -y de mi departamento-, y no queremos dejarlas desamparadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de continuar, quiero decir que el señor Diputado Pozzi y quien habla 
debemos retirarnos a más tardar en quince o veinte minutos. Entonces, le daría la palabra al señor 
Diputado Pozzi y después señalaría alguna cosa sobre cómo creo que debería proceder la Comisión. 


SEÑOR MONSUÁREZ.- El problema que está planteado acá con ANTEL y los juicios es la relación de 
dependencia; la discusión se da entre arrendamiento de servicios y relación de dependencia. En lo 
personal no me arriesgaría, en las condiciones en que estamos operando los juristas, a decir que el 
Poder Judicial va a afirmar que esa cláusula es nula. No discrepo, pero no lo sé, y no sé si correría el 
riesgo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Al menos es lo que señalaba el doctor Plá Rodríguez; se lo puedo dar como 
seguro. 


SEÑOR MONSUÁREZ.- Eso sí es verdad; ahora, en lo referente al Poder Judicial, lamentablemente 
estoy de acuerdo con usted. 


En cuanto a los montos, ANTEL perdió un juicio de dos guardahílos en Tacuarembó y es el monto más 
palpable que hay, que fue de US$ 200.000 por cada guardahilo, con la decisión anticipada del Tribunal de 
Apelaciones de 3er. Turno. Esos US$ 200.000 correspondían al período de dos años. Acá hay gente que inició 
esos juicios -no estoy dando cifras exactas porque no las tengo, no me he sentado a sacarlas porque son 
disparatadamente altas- en el 2002; quiere decir que iríamos dos años para atrás y cuatro para adelante 
porque no fueron despedidos, son diferencias. Entonces, estamos hablando de cifras extremadamente 
importantes. 


Yo, como jurista, estoy convencido de que la transacción y el acuerdo es el mejor aporte que le puede hacer el 
abogado al cliente en general; sin distinción. Más vale un mal acuerdo que un buen juicio. Creo que en grado 
superlativo se da eso. Si ANTEL pierde el juicio que está en el Tribunal de Apelaciones de ler. Turno, la 
primera instancia la ganamos, el panorama queda totalmente claro acerca de qué juicio vamos a ganar y qué 


juicio podríamos perder. La Suprema Corte de Justicia tiene posición a favor nuestro. ANTEL estaría 
perdiendo aproximadamente US$ 3:000.000 si pierde ese juicio del que estamos hablando. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- ¿Se trata de un guardahílos? 


SEÑOR MONSUÁREZ.- No, son diez o doce. No recuerdo exactamente la cifra. Estoy hablando de 
memoria y el juicio también es a grandes rasgos. 


Lo que estoy diciendo es otra cosa. He conversado personalmente con el señor Rivoir y con el doctor 
Carvalho y les dije que tengo mi mejor buena voluntad para arreglar esto, y recomendar a mis clientes una 
solución razonable que corresponda a un día de facturación al contado, más o menos, y después cuarenta o 
cincuenta cuotas. Sacaba la cuenta en mi estudio de qué pasaría en una empresa común y corriente -no tan 
común y corriente- que facture US$ 1.000 por día. A esta empresa le costaría arreglar esto US$ 1.000 contado 
y cuotas de US$ 90 por mes; pero eso, a ANTEL y al Directorio, parece que no les sirve. Lo único que digo 
es que en caso de que los juicios se ganen, el Directorio va a perder la posibilidad de llegar a una transacción 
extremadamente conveniente, y va a ser el dinero de todos los uruguayos el que va a tener que ser invertido 
en el pago de esos juicios. Por eso yo exhorto, inclusive a esta Comisión, a que se sensibilice en el tema. 
Como jurista, me pongo a disposición de ustedes para que el Directorio y el ente mismo, más allá del 
Directorio, llegue a un arreglo donde no se lo dañe de manera significativa. Creo que es lo más razonable, 
entendiendo que es un crédito laboral y que los trabajadores están dispuestos a bajar el monto y a dar muchas 
cuotas. 


Después del segundo año, ellos tienen todos los derechos que tiene cualquier trabajador común en cuanto a 
despido, con el tope de seis mensualidades. Ellos tienen ese derecho; también los pueden despedir como a 
cualquier trabajador común. 


SEÑOR POZZI.- Creo que lamentablemente estamos asistiendo acá a cosas a las que venimos 
asistiendo desde que iniciamos la Legislatura con respecto a solucionar un montón de líos que vienen 
de antes, sobre todo en lo que tiene que ver con la contratación de gente por parte del Estado. Nos toca 
a nosotros pagar esa cuenta y ¡bueno!, nos toca; esa es la verdad. 


Tampoco me anima el problema de cómo se entró al Estado ni del clientelismo. He sostenido en casos de 
compañeros de otros entes a los que tuvimos que defender -estamos junto con el señor Diputado González 
Álvarez peleando en el caso de los mozos de cordel, que no son trabajadores estatales-, que son trabajadores 
y que si uno midiera por cómo se entró al Estado en el correr de todas las épocas, no tendríamos que negociar 
con FOSE, con SUTEL, con AUTE, ni con ninguno de los gremios del Estado, porque en definitiva hemos 
sostenido todo el tiempo que esa gente no había entrado por concurso. Entonces, uno negocia y tiene que 
hacerlo con todos. La filosofía de nuestro Gobierno es que negociamos con todos aquellos que tengan la 
capacidad de juntarse y de negociar. 


Creo que una cosa muy buena que han hecho es juntarse. En diciembre -o antes-, cuando conocí al doctor 
Monsuárez, se habían comenzado a dar los pasos para que todos ustedes, que estaban desperdigados, se 
juntaran. A partir de ese momento, se inició un proceso de negociación. 


En definitiva, pienso que no estamos tan lejos de una solución. Por lo que escucho, se ha avanzado mucho en 
el camino. De la relación de trabajo que tenían antes, que en veinticuatro horas podía terminarse, hoy se está 
avanzando en un contrato de año que, si no hay ningún tipo de inconveniente, se extenderá otro más. 
Entonces, hay un avance importante. 


Además, ustedes van a laudar lo mismo que el gremio de SUTEL. No sé si esto es un avance o un retroceso 
porque no sé, desconozco cuánto ganaban antes; si es un avance, hay que considerarlo. 


Por otra parte, está el tema de la cláusula, del que me enteré cinco minutos antes de venir para acá. En 
realidad, no sabía por qué era el lío de ayer; pensé que era porque no se había llegado a ningún acuerdo en 
nada. Reitero que no sabía por qué era el lío; me enteré un poquitito antes de venir para acá. En ese sentido, 
vamos a ver qué es lo que podemos hacer. 


Quiero hacer algunos otros comentarios. Uno es que a mi compañero Carvalho, de la misma forma que se lo 
puede juzgar porque en estos momentos toma una posición con respecto a esto, también se le puede poner en 
el haber que ha llevado a un proceso de negociación que, como dije antes, está marcando algunas mejoras 
para los guardahílos; hoy ya no estamos conversando sobre el tema que hablábamos el año pasado, que era 
cómo desaparecían. 


Nos comemos el fardo de arreglar un lío que viene de antes de que estuviéramos en el Gobierno, pero esto es 
así: te toca lo que te toca y hay que seguir para adelante. 


También quiero hacer una precisión con respecto a algo que dijo el señor Diputado Abdala. El Gobierno no 
obliga a nadie a ocupar ni le pide a nadie que ocupe. Si hubo alguien del Gobierno que les dijo a ustedes que 
ocuparan, que se movilizaran, que tomaran la torre y se quedaran adentro, me gustaría que lo dijeran porque 
si no, da la impresión de que el Gobierno está mandando a las ocupaciones. Hoy el señor Diputado Abdala 
dijo que el Gobierno hace ocupar o algo por el estilo; figura claramente en la versión taquigráfica. Por las 
dudas, quiero aclarar que el Gobierno no obliga a nadie ni le pide nada a nadie; por el contrario, quiere que 
las cosas se solucionen de otra manera. 


Los trabajadores tienen derecho a usar todas las herramientas y, como bien dijo el doctor Monsuárez, la 
ocupación es una extensión del derecho de huelga. Los trabajadores la utilizan. La usan bien y la usan mal; 
podemos criticar esas cosas, pero tienen derecho a hacerlo y nosotros respetamos su derecho. 


En lo que a mí respecta quiero decirles, como representante del resto de los Diputados de la bancada de 
Gobierno que integran la Comisión de Legislación del Trabajo, que vamos a hacer los esfuerzos necesarios 
para solucionar este problema. Nos mueven las cosas que mencioné antes; nos mueve que ustedes tengan 
trabajo y que ganen un sueldo digno. Después ustedes juzgarán y evaluarán. 


Con estas coordenadas nos vamos a ir de esta reunión, tratando de ver si podemos encontrar una vuelta a todo 
este lío. Esto es cuanto puedo decir al día de hoy, porque todavía no he conversado nada y no tengo ninguna 
referencia del asunto. Tengan la seguridad de que en las próximas horas nos vamos a mover. Estoy seguro de 
que otros miembros de la Comisión también se van a mover; yo compartiré la tarea con mis compañeros. 
Vamos a ver si encontramos alguna forma de encauzar todo este lío; no sería justo haber andado tanto para 
morir en la orilla, y por eso vamos a tratar de solucionar este problema. 


SEÑORA COLOMBO.- En primer lugar, quiero decir que nadie nos obliga a ocupar ni a tomar 
decisiones. Somos trabajadores organizados, independientes de cualquier partido y gobierno; tenemos 
independencia de clase. 


En segundo término, eso no fue lo que planteó el señor Diputado Abdala. Se refirió a quién nos había 
mandado desocupar, y ellos le contestaron. 


Reitero: a nosotros no nos manda nadie. Ayer levantamos una ocupación -ustedes saben que nuestro gremio 
metalúrgico ha tenido bastantes problemas en este mes-, y una de las cosas que hizo la patronal fue reconocer 
créditos laborales; inclusive, dio un préstamo para los trabajadores que estaban en huelga. Eso hizo una 
empresa privada: FAPIUR S.A.. Ayer se levantaron FAPIUR S.A. y ZIP. Entre otras cosas, se reconocieron 
los créditos laborales -se debía reliquidación de licencia- y se dio un préstamo a los trabajadores en función 
de que habían estado veintisiete días de huelga. 


Nadie nos obliga a hacer nuestras acciones; las decisiones las tomamos en nuestras asambleas. 


Los trabajadores no se juntaron; los trabajadores se organizaron sindicalmente. Entonces, frente a las 
instituciones tenemos determinada representatividad. 


SEÑOR POZZI.- Tal vez mis palabras trasmitieron cosas diferentes. 


Yo me referí a un tema que van a poder leer en la versión taquigráfica. Como el Diputado Abdala dijo que el 
Gobierno a veces obliga, quería aclararlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, quiero agradecerles la visita del día de hoy. 


En segundo término, nos comprometemos a tramitar en forma grave y urgente este problema para buscar 
algunas vías de entendimiento. Creo que no estamos tan lejos de una solución. 


Por otra parte, quiero señalar alguna discrepancia que tengo. No quiero que en esto se vea oportunismo 
político. 


Yo no entiendo -como sí entiende el doctor Monsuárez- que la ocupación sea una extensión del derecho de 
huelga. Considero que no es una extensión del derecho de huelga en general, aunque existen algunas 
excepciones. Junto con algunos compañeros del Partido, de Alianza Nacional, y apoyados por casi la 
totalidad de la bancada, hemos articulado un proyecto de ley en el que señalamos que no corresponde la 
ocupación salvo que se estén vulnerando los derechos de huelga de los trabajadores en forma grave como, 
por ejemplo, con "lock out" patronal ofensivo, con vaciamiento de la empresa, si los titulares no están más en 
el país o si se contratan esquiroles o trabajadores para romper la huelga. Así lo hemos reglamentado. 


Lo que nos llama poderosamente la atención fue la disparidad de criterios. Entendemos que si desde el 
Estado se sostiene que es un derecho, luego no puede procederse a desocupar. Si se sostiene que es parte del 
derecho, el Estado debe respetar ese derecho. Si se tolera que en otros casos ocupe gente que no es la 
empresa, mucho más si es de la empresa. Si se tolera que se ocupe lo privado, mucho más lo público. 
Además, el Estado es el titular de lo público. Si a los privados les dice que no puede desalojarlos, no 
entendemos por qué razón desaloja lo público. 


Pensamos que las ocupaciones y el desalojo de los lugares de trabajo debe ajustarse a derecho. Tenemos que 
saber cuáles son las normas: si vale, vale y si no vale, no vale; vale en tal y cual caso. No podemos depender 
de la discrecionalidad del jerarca de turno que, en definitiva, luego la transforme en la arbitrariedad, que 
dependerá de la simpatía o no que tenga con un gremio. 


Por consiguiente, vamos a seguir trabajando en este tema. Seguramente la semana que viene convoquemos - 
personalmente lo haré- al Directorio de ANTEL. Si eso no es posible, nos moveremos a través de la vía 
institucional, que consiste en que el Ministerio de Industria, Energía y Minería concurra a la Comisión a 
explicar estos temas. En el Directorio de ANTEL ya tenemos, por lo menos, tres irregularidades notorias, de 
las cuales no responsabilizamos únicamente a esta Administración. Lo que creemos es que hay que 
solucionarlas y rápido. 


Entonces, comprometemos las gestiones urgentes ahora y les informamos que la semana que viene 
convocaríamos a la Comisión. 


SEÑORA COLOMBO.- Agradecemos la deferencia que tuvieron. 


Esperamos que entiendan que nosotros respetamos el ámbito y queremos conservar lo que tenemos. No 
queremos que el acuerdo que hicimos de regularizar la situación laboral quede en el camino como producto 
de lo que tenemos acá. Lo vamos a pelear porque lo logramos en función de una negociación que hicimos 
durante ocho meses. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión les agradece su presencia. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


